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A L  P O N E R S E  E L  S O L

No solo el sector privado debe estar constante-
mente innovando y preocupándose de quienes
son impactados por sus decisiones para tener le-
gitimidad y agregar valor al país. También es

una tarea del sector público. Si se instala la desconfianza en
sus instituciones, como ha estado ocurriendo, emergen pro-
blemas que afectan el funcionamiento de la democracia y la
economía. Para evitarlo, debe estar constantemente refor-
mándose, de manera de prestar sus servicios de los modos
más efectivos y eficientes.

Sin embargo, la reforma del Estado —como advierte el
segundo capítulo del cuerpo
Crónica para el Futuro, de “El
Mercurio”, publicado ayer—
no avanza con la velocidad
requerida y hay riesgos de
que en algunos servicios se
produzcan crisis mayores de
gestión pública. Se debe reconocer que ha habido reformas
interesantes en las últimas décadas y que los gobiernos han
incluido el tema en sus agendas. Con todo, esos esfuerzos
no han tenido la profundidad ni la sistematicidad observa-
das en otras latitudes. Son muchos los servicios donde los
ciudadanos aún se quejan del trato y de la escasa capacidad
de resolver oportunamente sus inquietudes. Asimismo,
aunque se ha avanzado en la digitalización de los trámites,
el nivel es insuficiente. 

En cuanto a los sistemas de evaluación de desempeño,
no están pensados ni desarrollados para servir el interés ciu-
dadano. Además, existen múltiples iniciativas de escaso im-

pacto, distribuidas a lo largo de innumerables servicios, que
no cumplen con sus objetivos. Todo esto sugiere falta de
foco, de priorización y de propósito, atributos indispensa-
bles en una gestión moderna y que en Chile resultan aún
más urgentes atendida la situación de las finanzas públicas.
El Estado debe llevar adelante pocas iniciativas y hacerlo
bien. En la medida que expande sus actividades, se reduce
su capacidad de buena gestión y crece el riesgo de dilapidar
recursos. Algo similar ocurre con la regulación, en diversos
ámbitos completamente sobredimensionada, ahogando la
iniciativa privada y de los organismos intermedios. En otras

latitudes, como revisa el cita-
do cuerpo, se han desarrolla-
do iniciativas interesantes pa-
ra evaluar desde cero las re-
gulaciones. Un programa así,
apoyado transversalmente y
liderado por la Comisión Na-

cional de Evaluación y Productividad, sería una contribu-
ción invaluable a la productividad del país. 

Otra fuente de preocupación es el empleo público. El gas-
to en personal ha crecido en 600% desde 1990 y su número se
incrementó en casi 260%; una parte de ellos son responsables
de áreas o programas muy poco efectivos. Dado que repre-
sentan un gasto cercano al 5% del PIB, toda ganancia en efi-
ciencia que se haga con estas dotaciones constituiría un im-
pulso adicional a la productividad. Un Estado eficiente y ágil,
que mejora la atención de los ciudadanos, no es solo un bene-
ficio en sí mismo, sino también una fuente de crecimiento. De
ahí la urgencia de abocarse a tener el mejor Estado posible.

Un Estado eficiente y que atiende

satisfactoriamente a los ciudadanos es una

fuente de crecimiento para el país.

El mejor Estado posible: una urgencia

El exsubsecretario de Relaciones Económicas In-
ternacionales, José Miguel Ahumada, junto a otro
académico, publicó recientemente una columna
en el diario La Tercera, en la que aboga por la in-

corporación de Chile al conjunto de países denominados
BRICS. Originalmente integrado por Brasil, Rusia, India,
China y Sudáfrica, se han agregado posteriormente Irán,
Egipto, Emiratos Árabes Unidos, Arabia Saudita y Etio-
pía, y busca seguir expandiéndose, aunque Argentina,
que se había sumado bajo la Presidencia de Alberto Fer-
nández, se retiró con la llegada al poder de Javier Milei.

No deja de ser curioso
—y revelador— que Ahuma-
da, quien por largo tiempo
cuestionó que Chile se incor-
porara al TPP11 y luego mini-
mizó sus ventajas, y que bus-
có afanosamente la revisión
del resto de nuestros tratados comerciales, impulse ahora
unirse a un grupo tan heterogéneo de naciones, cuyo único
aglutinante parece ser el de intentar —bajo un liderazgo pri-
mordialmente chino— perfilarse como alternativa a las
grandes democracias. Ahumada afirma que, con el emer-
gente poderío económico de China e India, Chile ingresaría
a un bloque comercial en ascenso, frente al relativo declive
de los más desarrollados, y que de esa manera el país podría
ser protagonista de los cambios al sistema internacional que
los BRICS proponen, diversificando así nuestras alianzas

geopolíticas. Todo esto, sostiene, nos permitiría optar por
fuentes de financiamiento alternativas a las tradicionales.

Pero aunque los BRICS aglutinan al 45% de la pobla-
ción mundial y a un 36% de su PIB, ello no parece razón
suficiente para unirse. Su actividad es limitada, más allá
de vagos y simbólicos planteamientos políticos en foros
internacionales, y no tienen un pacto comercial en su inte-
rior. Su apuesta es más bien a erigirse como alternativa
geopolítica —de dudosa solidez— frente al liderazgo de
los países desarrollados. Pero, ¿le conviene a Chile aliarse
geopolíticamente con Rusia, una autocracia que invadió

militarmente a su vecino, o
con Irán, una teocracia cuyas
prácticas culturales resultan
muchas veces aberrantes pa-
ra nuestros cánones, y que
interviene abiertamente en
Estados vecinos? ¿Cuál es la

coherencia del grupo, si Arabia Saudita e Irán, archiene-
migos en el Medio Oriente, comparten membresía?

Por lo mismo, no parece haber otra motivación tras la
propuesta que una ideológica: cuestionar las alianzas tra-
dicionales de Chile con las potencias democráticas libres
que se desarrollan bajo modernas economías de mercado,
que respetan los derechos de las personas y que marcan
un camino de progreso tecnológico para la humanidad. 

En las actuales circunstancias, unirse a los BRICS re-
sulta claramente inconveniente para Chile.

El afán tras la propuesta no parece otro que

cuestionar las alianzas tradicionales de Chile

con las potencias democráticas desarrolladas. 

¿Chile al BRICS?
L a P A E S

(Prueba de Acce-
so a la Educación
Superior) es, co-
mo lo señala su
n o m b r e , u n a
prueba que se
emplea para se-
leccionar a los
a l u m n o s q u e
p o s t u l a n a l a
educación supe-
rior, pero, a la vez, a raíz de que se
la redacta teniendo en cuenta los
objetivos que se plantea la educa-
ción escolar, es una prueba que
cierra el proceso escolar y sus re-
sultados se consideran un balance
del mismo. Así, se hizo una lista de
los colegios de nuestro sistema
educacional y se los ordenó según
el puntaje promedio que sus alum-
nos habían obtenido en la PAES.
Resultó que, clasificados según su
estructura institucional, de los 100
primeros de la
lista, 98 resulta-
ron ser colegios
particulares pa-
gados, uno parti-
cular subvencio-
nado y uno mu-
nicipal. La con-
clusión que se
puede obtener, a una primera mi-
rada, es que los colegios particula-
res pagados ofrecen una mejor
educación y existe una brecha en la
calidad educacional entre las es-
cuelas pagadas y las no pagadas.
De este modo, es natural que las fa-
milias que tienen el dinero sufi-
ciente, las personas ricas, inscri-
ban a sus alumnos en los colegios
que les ofrezcan la mejor educa-
ción medida por sus resultados fi-
nales, mientras que las pobres no
tienen esa opción y se ven obliga-
das, incluso sin la posibilidad de
elegirlo, a matricularse en un cole-
gio no pagado. De este modo, el

sistema educacional, en términos
de calidad, estaría replicando las
inequidades socioeconómicas de
la sociedad en su conjunto. Esta si-
tuación no es sorpresiva, sino de
larga data y ya había aparecido,
aunque no tan marcada, en medi-
ciones anteriores.

Este efecto es especialmente
grave, porque una de las principa-
les esperanzas que se ponen en el
sistema educacional es que corrija,
al menos en parte, las desigualda-
des de origen. El alumno entra a la
escuela con una diferencia funda-
mental según el nivel socioeconó-
mico del hogar a que pertenezca,
diferencia que se refleja en el lla-
mado “capital social”. Parece ser,
entonces, que esa diferencia es tan
sólida que, pasado todo el proceso
educacional, persiste más o menos
inalterada: 12 de años de escuela
para que casi siga igual en térmi-
nos de equidad del sistema es una

muy mala noti-
cia que se viene
repitiendo desde
hace décadas.

H a y m u -
c h o s p u n t o s
que re f lex io-
n a r . U n o d e
ellos se refiere a

si la PAES mide calidad educa-
cional de los colegios y, por lo
mismo, preguntarse por las
reales implicancias de ese lista-
do, pero la distribución inequi-
tativa es un hecho notorio, y
coincide con los resultados de
otras mediciones como la prue-
ba Simce. Los resultados de la
PAES, al tratarse del acceso a la
educación superior, son parti-
cularmente relevantes porque
prolonga la inequidad hacia ese
nivel y la va infiltrando en la so-
ciedad en su conjunto.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Inequidad educacional

El sistema educacional

estaría replicando las

inequidades de la

sociedad en su conjunto.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Pedro Gandolfo

A veces es curioso lo que nos ocurre
algunas noches, o madrugadas: soña-
mos interminable e intensamente du-
rante un tiempo di-
fícil de definir, pues
todo indica que el
devenir del sueño
no se corresponde
con el cronológico
de la vida en vigilia.
Y suelen ser expe-
riencias, como de-
cía, intensas. Tanto,
que cuando uno
despierta, esas sen-
saciones o emocio-
nes siguen presas
de nosotros por al-
gunas horas, hasta
que se van desvaneciendo con el paso
del día. Así, ya hacia la mitad de la jorna-
da no son más que una sombra o un páli-
do recuerdo. Quizás subsista la emo-
ción, pero la “narración” que le dio ori-
gen, los sucesos que acaecieron, ya se
han disuelto quién sabe por qué recove-

co de la memoria.
Recuerdo, de adolescente, un sueño

muy agudo y penetrante que tuve algu-
na vez. Los hechos
puntuales del mis-
mo desparecieron
pronto, pero no su
“tema central” ni
menos la vehemen-
te emoción provo-
cada. Estuve así to-
d o e l d í a : e n e l
transporte público,
en la calle, durante
las clases en la uni-
versidad, al regre-
sar a casa, etc. Es-
taba como hipnoti-
zado, arrobado, al-

g o f u e r a d e m í , e m b e l e s a d o y
subyugado a la vez: no podía salir de esa
emoción, y tampoco quería. De hecho,
llegué a sentir ciertos efectos físicos que
no viene al caso detallar aquí.

D Í A  A  D Í A

Sueños

B. B. COOPER

T E M A S  E C O N Ó M I C O S

La evolución del mercado labo-
ral chileno preocupa. Según el
INE, la tasa de desocupación llega
al 8,2% (septiembre-noviembre
2024), mientras que la tasa de ocu-
pación (56,5%) no ha logrado al-
canzar los niveles prepandemia y

se estima un déficit de 279 mil em-
pleos respecto del primer trimes-
tre de 2020. A su vez, los registros
administrativos dan cuenta de una
caída de 315 mil empleos formales
entre diciembre de 2022 y sep-
tiembre de 2024.

La combinación de un crecimiento
escuálido y una regulación laboral
cada vez más rígida es el factor es-
tructural subyacente. En este con-
texto, es necesario analizar los po-
tenciales impactos del acuerdo pre-
visional anunciado.

Impactos del acuerdo previsional
La reforma previsional demanda un estudio desapasionado de sus efectos, especialmente en el
empleo. Una lectura profunda de las 176 páginas de indicaciones presentadas resulta fundamental. 

¿Cuál sería la pérdida de empleos?
El contenido del texto implica un au-

mento sustancial en los costos de con-
tratación. En el mediano plazo, un
4,5% de la renta imponible de todo tra-
bajador formal sería destinado a su
cuenta individual, 1,5% al Fondo Autó-
nomo de Protección Previsional
(FAPP) en la forma de un préstamo y
1% al mismo fondo de reparto. Adicio-
nalmente, un 1,5% sería sumado al
FAPP, desde donde se pagaría el Segu-
ro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS)
que hoy paga el empleador. En la ac-
tualidad, el SIS tiene un costo de 1,38%,
por lo que un 1,5% destinado al fondo
más que lo compensaría, engrosando
las posibilidades de reparto.

Frente al importante aumento que
significarían los 7 puntos adicionales
de cotización de cargo al empleador y
dada la precariedad de nuestro merca-
do laboral, es necesario un análisis pau-
sado de las consecuencias en el empleo.

A través de los años, múltiples estu-
dios técnicos han buscado estimar el
potencial impacto de distintas refor-
mas previsionales en el mercado labo-
ral. En sencillo, todos se basan en un
principio económico básico: a mayor
costo de contratación, menor es la de-
manda por trabajo formal. Para cuanti-
ficar este postulado, el informe de pro-
ductividad asociado a la fallida refor-

ma impulsada por la administración
Bachelet en 2017 realizó distintos ejer-
cicios estadísticos. Utilizando los pará-
metros de sus tablas (VI.3 y VI.4) es po-
sible hacer una proyección estimativa
del impacto que ahora tendría el au-
mento en 7 puntos de la cotización. Se-
gún ese ejercicio, y considerando que
los asalariados en el sector privado son
unos 5,6 millones (9,3 millones es el
universo de ocupados), cabría concluir
que ese aumento de la contribución
significaría una pérdida de entre 184
mil y 578 mil empleos en el mediano
plazo. Ambas cifras son significativas y
deberían ser cotejadas con más análisis. 

El debate parlamentario debería dar
espacio a tal discusión. Los temas por
abordar son centrales. Por ejemplo, si
el 4,5% destinado a las cuentas indivi-
duales es internalizado por las perso-
nas como un beneficio, es posible que
su impacto sea más acotado que el del
restante 2,5%. También es necesario
considerar la gradualidad y estructura
de la cotización extra, pues esto podría
facilitar ajustes en salarios (y no em-
pleo). Sin embargo, las nuevas rigide-
ces del mercado laboral y la configura-
ción actual de la progresividad (los
porcentajes destinados al FAPP se acti-
van primero) pueden ampliar el im-
pacto sobre el empleo. Es también inte-

resante notar que la actual propuesta
tiene asociado un aumento de 7% en
un espacio de 9 años (el total de los
porcentajes destinado al FAPP se al-
canza a los tres años), mientras versio-
nes anteriores habían planteado un
tiempo más prolongado. Finalmente,
es necesario recordar que la situación
del empleo prepandemia es muy dis-
tinta a la de 2025. Esto no solo por la
nueva y agobiante regulación, sino
también por el cambio tecnológico. Por
ello, no es posible descartar que las
elasticidades de la sensibilidad del em-
pleo formal a los costos de contratación
sean en la actualidad aún mayores, am-
plificando el efecto.

La propuesta tampoco resuelve ade-
cuadamente los desincentivos a la for-
malidad. Por una parte, incluye solo un
tibio esfuerzo para resolver los proble-
mas de las lagunas previsionales. Por
otra, es deficiente en incentivar la con-
tribución previsional. La idea de cons-
tituir solo de forma transitoria el “be-
neficio de años cotizados”, que en la
práctica aumentaría las pensiones de
los actuales jubilados más que generar
incentivos a los actuales trabajadores
para emplearse (el artículo 13, de he-
cho, restringe esa posibilidad), parece
inconsistente con las dificultades que
enfrenta el empleo formal.

Efectos en el mercado de capitales
Se ha planteado la posibilidad de que

el 4,5% destinado a las cuentas indivi-
duales (que se transformaría en 6% en
el muy largo plazo) sería suficiente pa-
ra activar nuestro deprimido mercado
de capitales. Efectivamente, un simple
ejercicio contable arroja tal conclusión. 

Sin embargo, de la lectura detallada
de la propuesta se identifican riesgos

que debieran ser despejados. En primer
lugar, la licitación de stock junto a un
ente público (IPS) que ofrece servicios
de administración de cuentas y laxas re-
glas de encaje abren la oportunidad de
una entrada a la administración previ-
sional de instituciones de mínima expe-
riencia, con las consecuencias obvias.

Y, segundo, la similitud del FAPP

con un ente público con capacidad de
administrar inversiones, junto a la
nueva facultad del IPS, genera intran-
quilidad, luego de conocerse la minu-
ta oficialista según la cual de este mo-
do se podría avanzar hacia uno de los
mayores anhelos de la izquierda más
radical: que el Estado sea un actor
principal del mercado de capitales.
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